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    INTRODUCCION




    Este trabajo desarrolla temas específicos de la doctrina tributaria que se encuentran inmersos en el Código Fiscal de la Federación (CFF).




    A pesar que el nombre se refiere a la aplicación práctica del CFF, para un estudio integral incorporamos, entre otros, las disposiciones del Reglamento del Código Fiscal de la Federación (RCFF), de la Miscelánea Fiscal para el año 2014, de sus anexos, de las recomendaciones de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (PRODECON) y de los criterios del Servicio de Administración Tributaria (SAT).




    Considerando la reforma constitucional en materia de derechos humanos y los tratados internacionales que los norman, hemos vinculado dicho tema con los derechos del contribuyente y para ello examinamos la Convención Americana de los Derechos Humanos (Pacto de San José).




    En el Primer Capítulo, examinamos la ubicación jerárquica entre los tratados internacionales en materia de derechos humanos, frente a la CPEUM, así como el concepto del bloque de constitucionalidad en el Estado mexicano, referidos a la materia tributaria. Igualmente, se analiza la jerarquía normativa entre los tratados internacionales y las leyes fiscales federales.




    Enseguida se pasa a analizar cuáles y cuántas son las fuentes del derecho fiscal, con este motivo nos adentramos a identificar los objetivos de los Convenios para evitar la doble Tributación (CEDT) que México tiene celebrados, así como identificar cuántos y cuáles son los Tratados de Libre Comercio (TLC) que México tiene firmados con otras naciones. También analizamos cuáles son los elementos del reglamento fiscal y su ubicación frente a la ley fiscal. Asimismo, se identifica la diferencia entre la jurisprudencia de constitucionalidad y de legalidad.




    Sobre cuáles elementos básicos de la contribución se aplicará en forma estricta la Norma Fiscal, determinando si la exención fiscal debe aplicarse de esa forma, se estudia en el Segundo Capítulo. Además, como parte de los métodos de interpretación, determinamos qué normas fiscales prevalecen entre las generales y especiales.




    Especial acento ponemos en el estudio de figuras generadas por desviaciones o abusos en la interpretación de la Norma Fiscal, como son los casos de el fraude a la Ley y las simulaciones. Igualmente, abordamos e identificamos qué son las economías de opción y su impacto en la materia fiscal.




    En el Tercer Capítulo, pasamos a estudiar, las dos vertientes del sujeto activo, en la imposición y en la relación tributaria, identificando los elementos del poder o protestad Tributaria y precisando qué sujetos activos tienen poder tributario y cuál es el sustento constitucional de ello. Con este motivo, ubicamos la situación legal de los Convenios de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal (CCAFF).




    Analizamos igualmente la problemática de las denominadas unidades económicas, así como la clasificación de las distintas responsabilidades fiscales como son: directo y solidaria. Especial importancia tiene el examen que se realiza sobre el contribuyente de hecho y el contribuyente de derecho.




    Como elementos del sujeto pasivo, examinamos los elementos que constituyen y diferencian a la residencia fiscal y del domicilio fiscal y en lo referente al hecho imponible, se identifica la diferencia entre la no causación y la exención tributaria, así como la función del acreditamiento en el mecanismo para determinar la base gravable.




    En el Cuarto Capítulo, estudiamos a las contribuciones, iniciando el análisis con la obligación de contribuir. En el estudio de los impuestos directos e indirectos, identificamos en los indirectos sus características como son: la incidencia, la percusión y la traslación en los impuestos indirectos. Respecto de los derechos, determinamos los tres hechos o actividades que los causan en el Sistema Tributario Mexicano. Enseguida pasamos a examinar las aportaciones de Seguridad Social y sus dos variables en México, como son las cuotas al IMSS y las aportaciones al INFONAVIT.




    Enseguida, realizamos el examen de los accesorios de las contribuciones, como son los recargos, la indemnización del 20% por cheque devuelto, las multas fiscales y los gastos de ejecución, así como la actualización de las contribuciones.




    Concluido el análisis de las contribuciones, abordamos el estudio de los aprovechamientos como ingresos públicos no tributarios, así como de los productos o precios públicos.




    En el Capitulo Quinto, se examinan los deberes formales del contribuyente, iniciando con las modalidades de los avisos de inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes (RFC) y demás avisos que deben presentarse, pasando por el análisis del concepto de contabilidad para efectos fiscales, la obligación de ingresar mensualmente la información electrónica de la contabilidad a la página del SAT, y los requisitos de los comprobantes fiscales en materia digital. Enseguida, precisamos los diferentes tipos de declaraciones que se deben presentar por los contribuyentes. No omitimos el estudio de la obligación de informar las operaciones relevantes del contribuyente.




    Hacemos notar que, en cada deber del contribuyente, se invocan las disposiciones del CFF, que norman las conductas que se consideran infracciones tributarias y sus sanciones, vinculadas con los referidos deberes.




    Para complementar el análisis de los deberes formales del contribuyente, se incluyen los temas de los requisitos de inscripción en el Padrón de Importadores, así como en el Padrón de Importadores de Sectores Específicos.




    A través del Capítulo Sexto, se analiza la parte del derecho informático aplicado a la materia fiscal y para ello se estudia la Firma electrónica avanzada (FIEL), los principios rectores de la firma electrónica avanzada, el certificado de la FIEL o certificado del sello digital para demostrar el vínculo entre el firmante y la FIEL, así como su vigencia. También, en este apartado, se detallan los aspectos del buzón tributario y los diferentes efectos que produce en el ámbito fiscal.




    En el Capítulo Séptimo, en materia del ejercicio de las facultades de fiscalización, procedemos a identificar los requisitos constitucionales y legales de la orden de visita domiciliaria, los tipos de visitas domiciliarias que la autoridad fiscal puede llevar a cabo, el plazo para concluir la visita domiciliaria y los supuestos para suspenderla. En materia de la revisión de escritorio, analizamos el procedimiento para su desarrollo, así como la función del oficio de observaciones en dicho acto de comprobación, sin omitir el estudio de la nueva figura de fiscalización, la revisión electrónica.




    Respecto a la revisión del dictamen fiscal, examinamos el procedimiento para llevarla a cabo y concluimos con precisar el plazo que tiene la autoridad para determinar las omisiones encontradas con motivo del procedimiento de fiscalización.




    En este apartado, incluimos el examen del Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal (CCAFF), con el fin de revelar las facultades que las autoridades de las entidades federativas tienen para fiscalizar, determinar y cobrar contribuciones federales.




    También realizamos una breve reflexión sobre el derecho a la no autoincriminación en materia fiscal y los criterios que la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha sustentado sobre el tema.




    Las facultades diversas de las autoridades fiscales, entre ellas, las medidas de apremio y las cautelares, así como las particularidades de su aplicación, como puede ser el embargo precautorio. La clausura de negociaciones en materia fiscal y los supuestos para que proceda, se examinan en el Capítulo Octavo. En éste, realizamos una especial reflexión sobre la determinación presuntiva y los supuestos que la genera, pasando por los coeficientes de utilidad aplicables.




    También incluimos el estudio de la facultad para determinar en cantidad líquida las contribuciones, en donde queda comprendida, entre otras: la autofijación de la obligación tributaria por el contribuyente, la determinación sobre base cierta, así como la caducidad y el plazo para que se configure.




    Siguiendo el hilo conductor de la investigación, en el Capítulo Noveno se estudió el concepto de crédito fiscal (el exigible y el ejecutable), así como la cancelación de los créditos en sus distintas modalidades. Enseguida pasamos al análisis de las formas de extinguir la obligación tributaria, entre éstas: el pago, así como las modalidades en que puede realizarse (por cheque, transferencia electrónica y por tarjeta de crédito o débito); la Compensación; la prescripción y la condonación y las distintas disposiciones que le son aplicables.




    En el Capítulo Décimo, se examina la asistencia mutua en la asistencia en el cobro de créditos provenientes del extranjero, incluyendo el convenio firmado por México para tal fin, así como la concurrencia en el cobro de los créditos fiscales. A continuación, entramos al análisis de las facultades económico coactivas que llevan al procedimiento administrativo de ejecución y sus fases secuenciales, como son: el requerimiento de pago, embargo de bienes, valuación de bienes, remate y adjudicación. No pasamos por alto la reflexión sobre las facultades económico coactivas, que pueden considerarse violatorias del “Pacto de San José de Costa Rica” cuando no es un juez o tribunal imparcial el que escucha al contribuyente en el procedimiento de cobro.




    Además, se analiza lo relativo a la garantía del interés fiscal, examinando el principio de inocencia y su vinculación con la obligación de garantizar, así como las formas de garantizar, el interés fiscal y la suspensión del procedimiento de cobro por el otorgamiento de garantía del interés fiscal.




    Hemos denominado derechos formales de los contribuyentes, para diferenciarlos de los derechos fundamentales, aquellos que se encuentran en una ley federal y que en ocasiones son los vehículos donde se materializan los aludidos derechos fundamentales. Los mencionados en primer término son los que examinamos en el Capítulo Décimo Primero, repasando inicialmente los contenidos en el Código Fiscal Federal (CFF), como son, entre otros: Derecho a que no se le practique visita domiciliaria sin orden escrita y que en su caso se concluya anticipadamente, cuando se encuentre dictaminado o esté obligado a presentar dictamen financiero para efectos fiscales; el Principio de non bis in idem o a no ser molestado dos veces por la misma causa, así como el derecho a la protección de datos personales, en materia fiscal.




    Luego, abordamos los contenidos en la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente (LFEDECON), como son: derecho a la indemnización cuando se cometa falta grave en su perjuicio, derecho a que las actuaciones sean las menos onerosas para el contribuyente, así como el derecho a que se le indique el plazo, la autoridad y el medio de defensa a interponer.




    Continuando el estudio, nos centramos en la Ley Orgánica de la PRODECON (LPRODECON), como: Derecho a ser asistido y defendido gratuitamente por la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (PRODECON), derecho a recibir, asesoría y consulta, por solicitud que le presenten los contribuyentes en relación con actos de las autoridades fiscales federales, así como el derecho a ser representado gratuitamente en la interposición de recursos administrativos y en el juicio fiscal ante el TFJFA.




    El Capítulo Décimo Segundo aborda los derechos de petición en materia fiscal, que tiene el contribuyente, entre ellos, el Derecho a la formulación de consulta fiscales y los requisitos que deben considerarse para tal efecto.




    Como parte de los derechos referidos, se ha incorporado el derecho a solicitar la devolución de las cantidades pagadas indebidamente o de los saldos a favor que resulten en materia del IVA, analizándose los mecanismos para el reintegro, así como la figura de la prescripción de las cantidades a devolver.




    El estudio práctico del Código Fiscal de la Federación estaría incompleto si no se examinara el acto administrativo fiscal que se realiza en el Capítulo Décimo Tercero de esta obra. Para ello, se analizan los requisitos de dicho acto, su presunción de validez, así como su extinción. En este apartado examinamos los efectos fiscales de la negativa ficta y sus modalidades en el CFF.




    Siguiendo el análisis del acto administrativo, se detallan las formas de notificarlo que contempla el CFF, así como el cómputo de los plazos y los días y horas hábiles para las actuaciones administrativas.




    En la parte final de la obra, Capítulo Décimo Cuarto, se ha incluido el estudio de la garantía de acceso a la justicia como derecho del contribuyente y particularmente el recurso de revocación que norma el CFF. Con tal fin, se analizan las causales de procedencia y plazos de interposición, así como los supuestos de improcedencia y sobreseimiento y los efectos de la resolución del recurso, incluyendo el cumplimiento de la resolución dictada.
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    CAPITULO I


  




  

    EL ARTICULO 1o., CFF Y LOS PRINCIPIOS BASICOS FISCALES




    1.- La jerarquía normativa de la CPEUM y los tratados internacionales en materia de derechos humanos. 1.1.- La jerarquía entre tratados internacionales y leyes federales. 1.2.- Las fuentes del Derecho Fiscal. 1.2.1.- Los tratados internacionales como fuentes del derecho fiscal. 1.2.1.1.- Los Convenios para evitar la doble tributación (CEDT). 1.2.1.2.- Los TLC celebrados por México. 1.2.2.- La Ley Fiscal. 1.2.2.1.- Las normas sustantivas y las normas adjetivas o de procedimiento en materia fiscal. 1.2.2.2.- La retroactividad en la norma tributaria. 1.2.2.3.- La no aplicación retroactiva de las normas fiscales que beneficien a los contribuyentes cuando se refieran a situaciones diferentes a las infracciones y multas fiscales. 1.2.2.4.- La aplicación retroactiva de las normas fiscales que beneficien a los contribuyentes cuando se refieran a las infracciones y multas fiscales. 1.2.3.- El Decreto Ley en materia de regulaciones y restricciones no arancelarias al comercio exterior. 1.2.4.- El reglamento. 1.2.4.1.- Principios del reglamento. 1.2.5.- Las reglas de carácter general en materia fiscal, de comercio exterior y de facilidades administrativas. 1.2.5.1.- La Miscelánea Fiscal (MISFIS). 1.2.5.2.- La Miscelánea de Comercio Exterior (MISCEX). 1.2.5.3.- La resolución de facilidades administrativas. 1.2.6.- La jurisprudencia. 1.2.6.1.- La jurisprudencia de constitucionalidad y la jurisprudencia de legalidad y la declaratoria general de inconstitucionalidad.


  




  

    1.- La jerarquía normativa de la CPEUM y los tratados internacionales en materia de derechos humanos




    El artículo 133, CPEUM, determina como norma suprema a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y supeditada a ella, en ese orden, a los tratados Internacionales, a las leyes Federales y demás ordenamientos.




    Sin embargo, la discusión en torno a cuál es la jerarquía entre la CPEUM y los tratados internacionales en materia de derechos humanos ha dividido a la doctrina y a los propios ministros de la SCJN. Por una parte, los que no admiten que la CPEUM se encuentre al mismo nivel de los referidos tratados internacionales y por la otra, los que aceptan esta posible dualidad jerárquica entre dichos ordenamientos (CPEUM y tratados internacionales en materia de derechos humanos).




    Sobre la discusión de este tema se sustentó la Jurisprudencia 20/2014, por el Pleno de la SCJN con el rubro: DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCION Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARAMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCION HAYA UNA RESTRICCION EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUELLOS, SE DEBE ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL, en la sesión pública del 13 de marzo del 2012, al resolver la contradicción de tesis 293/2011,1 en la que se señala:
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    El primer párrafo del artículo 1o. constitucional reconoce un conjunto de derechos humanos cuyas fuentes son la Constitución y los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano sea parte. De la interpretación literal, sistemática y originalista del contenido de las reformas constitucionales de seis y diez de junio de dos mil once, se desprende que las normas de derechos humanos, independientemente de su fuente, no se relacionan en términos jerárquicos, entendiendo que, derivado de la parte final del primer párrafo del citado artículo 1o., cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional, ya que el principio que le brinda supremacía comporta el encumbramiento de la Constitución como norma fundamental del orden jurídico mexicano, lo que a su vez implica que el resto de las normas jurídicas deben ser acordes con la misma, tanto en un sentido formal como material, circunstancia que no ha cambiado; lo que sí ha evolucionado a raíz de las reformas constitucionales en comento es la configuración del conjunto de normas jurídicas respecto de las cuales puede predicarse dicha supremacía en el orden jurídico mexicano. Esta transformación se explica por la ampliación del catálogo de derechos humanos previsto dentro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual evidentemente puede calificarse como parte del conjunto normativo que goza de esta supremacía constitucional. En este sentido, los derechos humanos, en su conjunto, constituyen el parámetro de control de regularidad constitucional, conforme al cual debe analizarse la validez de las normas y actos que forman parte del orden jurídico mexicano. (10a.), Gaceta del S.J.F., 10a. Epoca, Pleno de la SCJN, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, pág. 202.




    El voto de los ministros de la SCJN fue en el sentido siguiente: Contradicción de Tesis 293/2011. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 3 de septiembre de 2013. Mayoría de diez votos de los Ministros: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien se reservó su derecho a formular un voto concurrente; Margarita Beatriz Luna Ramos, quien se manifestó a favor de las consideraciones relacionadas con la prevalencia de la Constitución y se apartó del resto; José Fernando Franco González Salas, quien indicó que formularía un voto concurrente; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien manifestó que haría un voto aclaratorio y concurrente para explicar el consenso al que se llegó y el sentido de su voto a pesar de que en los límites tuvo un criterio distinto; Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó el derecho de formular el voto concurrente; Luis María Aguilar Morales, con reservas respecto de las consideraciones y, en su caso, realizaría un voto concurrente; Sergio A. Valls Hernández, reservándose el derecho de hacer un voto concurrente; Olga Sánchez Cordero de García Villegas, reservándose su derecho a voto concurrente en relación con los límites; Alberto Pérez Dayán, quien se manifestó a favor del reconocimiento de la prevalencia constitucional y Juan N. Silva Meza, quien se reservó su derecho de formular voto concurrente para aclarar su posición de entendimiento constitucional del texto propuesto y, a reserva de ver el engrose, aclararía u opinaría sobre las supresiones que se pretenden hacer, sin variar su posición en el sentido; votó en contra: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.




    De la postura, en cuanto al mismo rango de los tratados internacionales en materia de derechos humanos, frente a la CPEUM, Carlos Alberto Araiza Arreygue2 expresa:
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    Si los derechos humanos son inherentes al hombre, estos no requieren del reconocimiento en una norma jurídica, que si bien se hace, ello es con la única finalidad de otorgar seguridad jurídica a los gobernados, pero aun en el caso que no se contenga, no requerirán estar contenidos en la Constitución, pues se tienen con independencia de su reconocimiento por el Estado.




    Esta visión también nos lleva a precisar que en razón del principio interpretativo a favor del individuo, debe aplicarse en todo momento, la norma que sea más benéfica para el individuo, y si la Constitución, por la razón que sea no los reconoce, y un instrumento internacional lo hace, deberá prevalecer éste sobre cualquier categoría de norma.




    La postura más acorde a la posición entre la CPEUM y los tratados internacionales en materia de los derechos humanos –que compartimos– es que ambas normas conforman un bloque de constitucionalidad y sobre ello, Ferrer McGregor, siguiendo el pensamientos de Louis Favoreau, expresa: “La incorporación de los derechos humanos de fuente internacional al catálogo de los derechos fundamentales en las Constituciones nacionales, implica un bloque de constitucionalidad”.3 Complementando lo anterior, Rodrigo Uprimy4 señala: “el bloque de constitucionalidad es compatible con la idea de constitución escrita y con la supremacía de la misma por cuanto es por mandato de la propia constitución que normas que no hacen parte de su articulado comparten empero su misma fuerza normativa, puesto que la propia Carta, como fuente suprema del ordenamiento, así lo ha ordenado”.
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    Bajo el hilo conductor del análisis de los tratados internacionales en materia de derechos humanos frente a la CPEUM, debe considerarse, también, que no habrá esta posible confronta, si el segundo de los ordenamientos citados es suficiente en la regulación de los derechos humanos y por ello la Segunda Sala de la SCJN establece el criterio siguiente:




    DERECHOS HUMANOS. SU ESTUDIO A PARTIR DE LA REFORMA AL ARTICULO 1o. CONSTITUCIONAL, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACION EL 10 DE JUNIO DE 2011, NO IMPLICA NECESARIAMENTE QUE SE ACUDA A LOS PREVISTOS EN INSTRUMENTOS INTERNACIONALES, SI RESULTA SUFICIENTE LA PREVISION QUE CONTENGA LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Conforme al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011 y atento al principio pro persona, no resulta necesario considerar el contenido de tratados o instrumentos internacionales que formen parte de nuestro orden jurídico, si al analizar los derechos humanos que se estiman vulnerados es suficiente la previsión que contiene la Constitución General de la República y, por tanto, basta el estudio que se realice del precepto constitucional que los prevea, para determinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado. [J]; 10a. Epoca; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2; pág. 1049. Tesis de jurisprudencia 172/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 14 de noviembre de 2012.




    Toda la reflexión constitucional se realiza en virtud de que en el cuerpo del presente se analizaran diversos derechos humanos que inciden en la materia fiscal, motivo por el cual es oportuno dejar sentado desde el inicio la ubicación jerárquica de los referidos tratados.




    1.1.- La jerarquía entre tratados internacionales y leyes federales




    Previo al análisis de la jerarquía debemos considerar, que de acuerdo con la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, en su artículo 2o., numeral inciso a), “se entiende por ‘tratado’ un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particular”.




    Con base en ello, la Segunda Sala de la SCJN establece que todo acuerdo, convenio, convención o tratado, constituyen un tratado y obliga a las partes celebrantes. Ello lo corrobora en la Tesis: 2a. XXVII/2003 con el rubro “TRATADOS INTERNACIONALES. ADMITEN DIVERSAS DENOMINACIONES, INDEPENDIENTEMENTE DE SU CONTENIDO”, (9a. Epoca, S.J.F. y su Gaceta, Tomo: XVII, marzo de 2003, pág. 561).




    Regresando al tema de la jerarquía, en un primer momento, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), había sustentado que los tratados tenían la misma jerarquía que las leyes federales y al efecto sustentó la tesis P. C/92, publicada en la Gaceta del S.J.F., 8a. Epoca, diciembre de 1992, pág. 27, con el rubro: “LEYES FEDERALES Y TRATADOS INTERNACIONALES. TIENEN LA MISMA JERARQUIA NORMATIVA”.




    Este criterio fue abandonado por el Pleno de la SCJN, en la 9a. Epoca, al emitir la Tesis P. LXXVII/99, titulada “TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERARQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE LA CONSTITUCION FEDERAL”, en la que sustancialmente se dijo:




    Persistentemente en la doctrina se ha formulado la interrogante respecto a la jerarquía de normas en nuestro derecho. Existe unanimidad respecto de que la Constitución Federal es la norma fundamental y que aunque en principio la expresión ‘(...) serán la Ley Suprema de toda la Unión (...)’ parece indicar que no sólo la Carta Magna es la suprema, la objeción es superada por el hecho de que las leyes deben emanar de la Constitución y ser aprobadas por un órgano constituido, como lo es el Congreso de la Unión y de que los tratados deben estar de acuerdo con la Ley Fundamental, lo que claramente indica que sólo la Constitución es la Ley Suprema (...) esta Suprema Corte de Justicia considera que los tratados internacionales se encuentran en un segundo plano inmediatamente debajo de la Ley Fundamental y por encima del derecho federal y el local. Esta interpretación del artículo 133 constitucional, deriva de que estos compromisos internacionales son asumidos por el Estado mexicano en su conjunto y comprometen a todas sus autoridades frente a la comunidad internacional; por ello se explica que el Constituyente haya facultado al presidente de la República a suscribir los tratados internacionales en su calidad de jefe de Estado y, de la misma manera, el Senado interviene como representante de la voluntad de las entidades federativas y, por medio de su ratificación, obliga a sus autoridades. Otro aspecto importante para considerar esta jerarquía de los tratados, es la relativa a que en esta materia no existe limitación competencial entre la Federación y las entidades federativas, esto es, no se toma en cuenta la competencia federal o local del contenido del tratado, sino que por mandato expreso del propio artículo 133 el presidente de la República y el Senado pueden obligar al Estado mexicano en cualquier materia, independientemente de que para otros efectos ésta sea competencia de las entidades federativas. Como consecuencia de lo anterior, la interpretación del artículo 133 lleva a considerar en un tercer lugar al derecho federal y al local en una misma jerarquía en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 de la Ley Fundamental, el cual ordena que “Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados.” No se pierde de vista que en su anterior conformación, este Máximo Tribunal había adoptado una posición diversa en la tesis P. C/92, publicada en la Gaceta del SJF, Número 60, correspondiente a diciembre de 1992, pág. 27, de rubro: ‘LEYES FEDERALES Y TRATADOS INTERNACIONALES. TIENEN LA MISMA JERARQUIA NORMATIVA.’; sin embargo, este Tribunal Pleno considera oportuno abandonar tal criterio y asumir el que considera la jerarquía superior de los tratados incluso frente al derecho federal. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: X, noviembre de 1999, pág. 46.




    Con base en lo anterior, podemos decir que las leyes fiscales, incluyendo el Código Fiscal Federal (CFF), se encuentran supeditadas a lo previsto por los tratados internacionales, sin importar que en su denominación formal se llamen así, o tengan otro nombre, por ejemplo; convenio, pacto, acuerdo, etcétera, ya que para efectos formales, bastará que sea un acuerdo entre dos o más países para que tenga la categoría de tratados. Ello es así, toda vez que de acuerdo con la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, en su artículo 2o., numeral inciso a), “se entiende por ‘tratado’ un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particular”.




    Un ejemplo de lo anterior es el caso de los días para el cómputo de plazos, que conforme al artículo 12, CFF, deben contarse en días hábiles, descontando los festivos y sábados y domingos, mientras que el artículo 201 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), los días se cuentan en días naturales, es decir, incluyendo sábados, domingos y días festivos.




    1.2.- Las fuentes del Derecho Fiscal




    Sitlaly Torruco Salcedo, en relación con este tema, señala “por fuentes formales del Derecho Tributario aquellas que se refieren al medio por el que las normas se manifiestan, a diferencia de las fuentes materiales que aluden al origen de las normas jurídicas. Tenemos como campo de trabajo los tratados internacionales, la Ley, los decretos con rango y valor de ley, el reglamento y las diversas reglas administrativas generales”.5




    En virtud de que la obligación de contribuir al gasto público debe estar prevista en la ley, se reconoce como fuentes del derecho fiscal a las normas de carácter general, abstractas e impersonales. En sentido formal se refiere a la ley emanada del poder legislativo y también las leyes en sentido material, como el Decreto Ley, así como los tratados internacionales,6 que no provienen del poder legislativo, pero tienen las características de las normas generales.




    1.2.1.- Los tratados internacionales como fuentes del Derecho Fiscal




    Para el efecto, analizaremos dos tipos de tratados internacionales que inciden en la materia tributaria, los que se refieren a la doble tributación y los Tratados de Libre Comercio (TLC).




    1.2.1.1.- Los Convenios para evitar la doble tributación (CEDT)




    Los CEDT que ha celebrado México se sustentan en el Modelo de Convenio que ha emitido la Organización para el Comercio y Desarrollo Económico (OCDE). El modelo de los CEDT emitido por la OCDE (MOCDE) expresa que: “tienen como misión fundamental, servir de guía durante el proceso de negociación de los Convenios fiscales internacionales, ofreciendo una estructura y unos criterios de reparto de la competencia tributaria y de su comprensión elaborados a nivel internacional como fruto del consenso de los países intervinientes en dicho proceso. Con la evolución y desarrollo de los mismos, los Modelos de Convenio y, sobre todo, los Comentarios que los acompañan se convierten en una guía que sirve para determinar el sentido de los términos y reglas fijadas en el Modelo de Convenio en el momento de aplicación e interpretación de los convenios de doble imposición”.7




    Herbert Bettinger8 aduce que: “éstos pretenden un equilibrio en el aspecto de retención que impera en cada uno de los Estados Contratantes, con el fin de que las tasas no sean un impedimento a la inversión, o un efecto de evasión y elusión, ya que al crearse un consenso entre los países partícipes, se aplicará la misma tasa en casa uno de ellos. . .” Por su parte, Guillermo O. Teijeiro9 señala que “El Modelo de Convenio de la OCDE y los tratados de doble imposición en general no tienen como propósito prevenir la doble imposición en sentido económico, sino la doble imposición jurídica”, en este caso cuando existe “imposición por parte de dos o más estados de tributos comparables, sobre un mismo contribuyente, con respecto al mismo concepto y por idéntico periodo”.




    [image: 186]




    De acuerdo con la Regla 2.1.35., MISFIS2018, para interpretar y aplicar a los CEDT, deberá estarse a lo siguiente:




    Interpretación de los tratados en materia fiscal




    2.1.35. Para la interpretación de los tratados en materia fiscal que México tenga en vigor, se estará a lo siguiente:




    I. Conforme a la Convención de Viena, sobre el Derecho de los Tratados, los tratados para evitar la doble tributación que México tenga en vigor, se interpretarán mediante la aplicación de los artículos 31, 32 y 33 de dicha Convención.




    Para estos efectos, se considerará que actualizan el supuesto previsto en el artículo 31, párrafo 3 de la Convención de Viena, los acuerdos amistosos de carácter general sobre la interpretación o la aplicación del tratado de que se trate, celebrados por las autoridades competentes de los Estados contratantes.




    Asimismo, se considerará que actualizan los supuestos previstos en los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena, los Comentarios a los artículos del “Modelo de Convenio Tributario sobre la Renta y el Patrimonio”, a que hace referencia la recomendación adoptada por el Consejo de la OCDE el 23 de octubre de 1997, tal como fueron publicados después de la adopción por dicho Consejo de la octava actualización o de aquélla que la sustituya, en la medida en que tales Comentarios sean congruentes con las disposiciones del tratado de que se trate.




    II. Conforme a la Convención de Viena, sobre el Derecho de los Tratados, los acuerdos de intercambio de información que México tenga en vigor, se interpretarán mediante la aplicación de los artículos 31, 32 y 33 de dicha Convención.




    Para estos efectos, se considerará que actualizan el supuesto previsto en el artículo 31, párrafo 3 de la Convención de Viena, los acuerdos amistosos de carácter general sobre la interpretación o la aplicación del acuerdo de que se trate, celebrados por las autoridades competentes de los Estados contratantes.




    Asimismo, se considerará que actualizan los supuestos previstos en los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena, los Comentarios a los artículos del “Modelo de acuerdo sobre intercambio de información en materia tributaria”, elaborado por el “Grupo de Trabajo del Foro Global de la OCDE sobre Intercambio Efectivo de Información”, en la medida en que tales Comentarios sean congruentes con las disposiciones del acuerdo de que se trate. Convención DOF 14/02/75, 31, 32, 33, CFF 1, 5.




    Hacemos notar que a través del Criterio 2/ISR/N, contenido en el Anexo 7, MISFIS2018,10 fija el criterio que enseguida transcribimos en materia de los requisitos para obtener los beneficios de los CEDT (antes lineamiento interno 40/2012/ISR, del Servicio de Administración Tributaria (SAT). Textualmente dicho criterio 2, señala:




    [image: 187]




    2/ISR/N Beneficios de los tratados para evitar la doble tributación. Es necesario el cumplimiento de las disposiciones de procedimiento para su aplicación.




    El artículo 4o., primer párrafo de la Ley del ISR establece que los beneficios de los tratados para evitar la doble tributación solo serán aplicables a los contribuyentes que acrediten ser residentes en el país de que se trate y cumplan con las disposiciones del propio tratado y de las demás disposiciones de procedimiento contenidas en dicha Ley, incluyendo las obligaciones de presentar la declaración informativa en los términos del artículo 32-H del CFF, o bien, la de presentar dictamen de estados financieros cuando se haya ejercido la opción a que se refiere el artículo 32-A del citado Código y de designar representante legal.




    Ahora bien, por regla general los tratados para evitar la doble tributación no establecen disposiciones de procedimiento, por lo que cada Estado está facultado para precisar en su legislación interna los requisitos para la aplicación de los beneficios a que se refieren dichos tratados. Esto es reconocido por los Comentarios a los artículos del “Modelo de Convenio Tributario sobre la Renta y sobre el Patrimonio”, a que hace referencia la recomendación adoptada por el Consejo de la OCDE el 23 de octubre de 1997.




    Por tanto, para los efectos del artículo 4o., primer párrafo de la Ley del ISR, las personas que pretendan aplicar los beneficios de los tratados mencionados deben cumplir con las disposiciones de procedimiento que para tal efecto se contienen en dicha Ley.




    En consecuencia, las personas que no cumplan con las mencionadas disposiciones, no podrán aplicar los beneficios de los tratados para evitar la doble tributación.




    

      

        

        

      



      

        

          	

            Origen


          



          	

            Primer antecedente


          

        




        

          	

            2012


          



          	

            Oficio 600-04-02-2012-57567 de 23 de julio de 2012 mediante el cual se dan a conocer los criterios normativos aprobados en el primer semestre 2012.




            Oficio 600-04-02-2012-69616 de 29 de noviembre de 2012 a través del cual se da a conocer el Boletín 2012, con el número de criterio normativo 40/2012/ISR.


          

        


      

    




    1.2.1.2. Los TLC celebrados por México.




    En el esquema de la página siguiente se representa los países con los que se tienen celebrados y la fecha de publicación en el DOF.
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    1.2.2.- La Ley Fiscal




    Se refiere al ordenamiento que formalmente proviene del poder legislativo (cámara de diputados y senadores) y materialmente es una norma de carácter general, abstracta y obligatoria.




    Debemos destacar el caso de excepción del presupuesto de egresos que sin emanar de ambas cámaras no deja de constituir una ley en sentido formal y material.




    Como leyes fiscales federales podemos identificar, entre otras, a las leyes siguientes:




    

      

        

        

        

      



      

        

          	

            Ordenamiento


          



          	

            Fecha de Publicación en el DOF


          



          	

            Materia que regula


          

        




        

          	

            Código Fiscal de la Federación (CFF)


          



          	

            31 de diciembre de 1981


          



          	

            Disposiciones generales tributarias


          

        




        

          	

            Ley Aduanera (LAD)


          



          	

            15 de diciembre de 1995


          



          	

            Contribuciones al comercio exterior


          

        




        

          	

            Ley de Aguas Nacionales (LAGUAN)


          



          	

            1o. de diciembre de 1992


          



          	

            Derechos


          

        




        

          	

            Ley de Comercio Exterior


          



          	

            27 de julio de 1993


          



          	

            Aprovechamientos


          

        




        

          	

            Ley de Contribución de Mejoras por Obras Públicas Federales de Infraestructura Hidráulica (LCONTMEJORAS)


          



          	

            26 de diciembre de 1990


          



          	

            Contribución especial


          

        




        

          	

            Ley del Impuesto al Valor Agregado (LIVA)


          



          	

            29 de diciembre de 1978


          



          	

            Impuestos


          

        




        

          	

            Ley del Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios (LIEPS)


          



          	

            30 de diciembre de 1980


          



          	

            Impuestos


          

        




        

          	

            Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR)


          



          	

            11 de diciembre del 2013


          



          	

            Impuestos


          

        




        

          	

            Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal del 2014 (LIF2018)11


          



          	

            15 de noviembre del 2017


          



          	

            Ingresos Públicos Tributarios y no tributarios


          

        




        

          	

            Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los trabajadores (LINFONAVIT)


          



          	

            24 de abril de 1972


          



          	

            Aportaciones de Seguridad Social


          

        




        

          	

            Ley de los Impuestos General de Importación y Exportación (LIGIE)


          



          	

            18 de junio del 2007


          



          	

            Impuestos al Comercio Exterior (ICEX)


          

        




        

          	

            Ley del Seguro Social (LSS)


          



          	

            21 de diciembre de 1995


          



          	

            Aportaciones de Seguridad Social


          

        




        

          	

            Ley Federal de Derechos (LFD)


          



          	

            31 de diciembre de 1981


          



          	

            Derechos
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    1.2.2.1.- Las normas sustantivas y las normas adjetivas o de procedimiento en materia fiscal




    Las leyes fiscales contienen este tipo de normas y por ello el artículo 6o., CFF, en sus párrafos primero y segundo, establece:




    Artículo 6o.- Las contribuciones se causan conforme se realizan las situaciones jurídicas o de hecho, previstas en las leyes fiscales vigentes durante el lapso en que ocurran.




    Dichas contribuciones se determinarán conforme a las disposiciones vigentes en el momento de su causación, pero les serán aplicables las normas sobre procedimiento que se expidan con posterioridad.




    Ello equivale a que las normas que regulan los elementos constitutivos de la contribución (sujetos, hecho imponible, causación, no causación o exención, base gravable o tasa o tarifa), así como de la infracción a la norma fiscal, son normas sustantivas y se regulan por la que esté vigente cuando se genere o se dé el supuesto que la norma contempla, mientras que las normas que son de procedimiento, le pueden ser aplicables aunque se expidan con posterioridad.12
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    Destacamos que para el SAT, las normas que regulan las pérdidas fiscales se deben considerar como normas sustantivas y para ello expresa en el criterio 2/CFF/N, del Anexo 7, MISFIS2018 (antes lineamiento interno 2/2013 CFF):13
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    2/CFF/N Normas sustantivas. Reúnen esta característica las aplicables para determinar la pérdida fiscal.




    De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6o. del Código Fiscal de la Federación, las contribuciones se determinan conforme a las disposiciones vigentes en el momento de su causación.




    Las disposiciones que establecen el derecho a un crédito o a un acreditamiento fiscal forman parte del mecanismo para determinar las contribuciones.




    Dado que la Ley del Impuesto sobre la Renta establece la facultad de disminuir la pérdida fiscal de la utilidad fiscal a efecto de determinar el resultado fiscal, e igualmente la de actualizar la pérdida fiscal, las disposiciones relacionadas con el cálculo de dicha pérdida fiscal disminuible, inclusive su actualización, son normas que forman parte del mecanismo de determinación y del proceso para integrar la base del impuesto.




    Por consiguiente, la pérdida fiscal disminuible se calculará conforme a las disposiciones vigentes al momento de causarse el impuesto sobre la renta.




    

      

        

        

      



      

        

          	

            Origen


          



          	

            Primer antecedente


          

        




        

          	

            1


          



          	

            Oficio 325-A-VII-10960 de 14 de octubre de 1996, a través del cual se hacen de conocimiento los criterios aprobados por el Comité de Normatividad en su sesión No. 21, celebrada el 10 de octubre de 1996.


          

        


      

    




    1.2.2.2.- La retroactividad en la norma tributaria




    La garantía de irretroactividad en materia fiscal tiene como significado que la norma fiscal nueva no pueda aplicarse a situaciones anteriores, salvo que se trate de normas adjetivas o de procedimiento, según mandato del artículo 14, CPEUM, en relación con el 6o., CFF.




    En coincidencia, la Segunda Sala de la SCJN expresa que: “se desprende que una norma transgrede el citado precepto constitucional cuando modifica o destruye los derechos adquiridos o los supuestos jurídicos y las consecuencias de éstos que nacieron bajo la vigencia de una ley anterior, lo que no sucede cuando se está en presencia de meras expectativas de derecho o de situaciones que aún no se han realizado, o cuando se trata de consecuencias no derivadas de los supuestos regulados en la ley anterior”. (RENTA. EL PARRAFO PRIMERO DE LA FRACCION XXXIII DEL ARTICULO SEGUNDO DEL DECRETO POR EL QUE FUE EMITIDA LA LEY QUE ESTABLECE EL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2002, VIOLA LA GARANTIA DE IRRETROACTIVIDAD ESTABLECIDA EN EL ARTICULO 14 CONSTITUCIONAL. [TA]; 9a. Epoca; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XVII, mayo de 2003; pág. 303).




    Complementando lo anterior, el Segundo Tribunal Colegiado En Materia Administrativa del Sexto Circuito, separando los efectos retroactivos en las normas sustantivas y adjetivas o procesales, determina: “La aplicación retroactiva de las leyes a partir del enfoque sustantivo, se refiere a los efectos que tienen sobre situaciones jurídicas concretas o derechos adquiridos por los gobernados con anterioridad a su entrada en vigor, al constatar si la nueva norma desconoce tales situaciones o derechos al obrar sobre el pasado, lo que va contra el principio de irretroactividad de las leyes inmerso en el artículo constitucional citado; en cuanto hace a las leyes del procedimiento, estas no pueden producir efectos retroactivos, dado que los actos de esa naturaleza se rigen por las disposiciones vigentes en la época en la que se actualizan”. (RETROACTIVIDAD DE LA NORMA JURIDICA. HIPOTESIS EN QUE OPERA (MATERIA FISCAL). [TA]; 9a. Epoca; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XVIII, julio de 2003, pág. 1204).




    Ahora bien, para entender los efectos de una nueva norma general fiscal que puede tener efectos en hechos anteriores, el Pleno de la SCJN fija los lineamientos que enseguida se precisan, en base a la teoría de los componentes de la norma y para ello considera:




    RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. SU DETERMINACION CONFORME A LA TEORIA DE LOS COMPONENTES DE LA NORMA. Conforme a la citada teoría, para determinar si una ley cumple con la garantía de irretroactividad prevista en el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe precisarse que toda norma jurídica contiene un supuesto y una consecuencia, de suerte que si aquél se realiza, ésta debe producirse, generándose, así, los derechos y obligaciones correspondientes y, con ello, los destinatarios de la norma están en posibilidad de ejercitar aquellos y cumplir con éstas; sin embargo, el supuesto y la consecuencia no siempre se generan de modo inmediato, pues puede suceder que su realización ocurra fraccionada en el tiempo. Esto acontece, por lo general, cuando el supuesto y la consecuencia son actos complejos, compuestos por diversos actos parciales. De esta forma, para resolver sobre la retroactividad o irretroactividad de una disposición jurídica, es fundamental determinar las hipótesis que pueden presentarse en relación con el tiempo en que se realicen los componentes de la norma jurídica. Al respecto cabe señalar que, generalmente y en principio, pueden darse las siguientes hipótesis: 1. Cuando durante la vigencia de una norma jurídica se actualizan, de modo inmediato, el supuesto y la consecuencia establecidos en ella. En este caso, ninguna disposición legal posterior podrá variar, suprimir o modificar aquel supuesto o esa consecuencia sin violar la garantía de irretroactividad, atento que fue antes de la vigencia de la nueva norma cuando se realizaron los componentes de la norma sustituida. 2. El caso en que la norma jurídica establece un supuesto y varias consecuencias sucesivas. Si dentro de la vigencia de esta norma se actualiza el supuesto y alguna o algunas de las consecuencias, pero no todas, ninguna norma posterior podrá variar los actos ya ejecutados sin ser retroactiva. 3. También puede suceder que la realización de alguna o algunas de las consecuencias de la ley anterior, que no se produjeron durante su vigencia, no dependa de la realización de los supuestos previstos en esa ley, ocurridos después de que la nueva disposición entró en vigor, sino que tal realización estaba solamente diferida en el tiempo, ya sea por el establecimiento de un plazo o término específico, o simplemente porque la realización de esas consecuencias era sucesiva o continuada; en este caso la nueva disposición tampoco deberá suprimir, modificar o condicionar las consecuencias no realizadas, por la razón sencilla de que estas no están supeditadas a las modalidades señaladas en la nueva ley. 4. Cuando la norma jurídica contempla un supuesto complejo, integrado por diversos actos parciales sucesivos y una consecuencia. En este caso, la norma posterior no podrá modificar los actos del supuesto que se haya realizado bajo la vigencia de la norma anterior que los previó, sin violar la garantía de irretroactividad. Pero en cuanto al resto de los actos componentes del supuesto que no se ejecutaron durante la vigencia de la norma que los previó, si son modificados por una norma posterior, ésta no puede considerarse retroactiva. En esta circunstancia, los actos o supuestos habrán de generarse bajo el imperio de la norma posterior y, consecuentemente, son las disposiciones de ésta las que deben regir su relación, así como la de las consecuencias que a tales supuestos se vinculan. Tesis: P./J. 123/2001, S.J.F. y su Gaceta, 9a. Epoca, Pleno, Tomo XIV, octubre de 2001, pág. 16. El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy 20 de septiembre en curso, aprobó, con el número 123/2001, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a 20 de septiembre de 2001.




    Como ejemplo de aplicación de esta teoría, para determinar la retroactividad o no de la norma, la Primera Sala de la SCJN, sustenta el criterio siguiente:




    RENTA. LOS ARTICULOS 69 Y 88 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL ESTABLECER LA OBLIGACION DE DISMINUIR LA UTILIDAD FISCAL NETA (UFIN) CUANDO SEA NEGATIVA, DEL SALDO DE LA CUFIN QUE SE TENGA AL FINAL DEL EJERCICIO O DE LA UFIN DE EJERCICIOS POSTERIORES, NO VIOLAN LA GARANTIA DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY, CONFORME A LA TEORIA DE LOS COMPONENTES DE LA NORMA (LEGISLACION VIGENTE A PARTIR DE 2002). Conforme al artículo 11 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el denominado “impuesto por dividendos” se causa al momento en que éstos se pagan o distribuyen materialmente al socio o accionista, y esto ocurre cuando dichos dividendos no provienen del saldo de la Cuenta de Utilidad Fiscal Neta (CUFIN). En ese sentido, de la interpretación conjunta de los artículos 11 y 88 de la citada ley, se advierte que el supuesto previsto en éstas se compone de los elementos siguientes: a) la integración y actualización del saldo de la CUFIN y b) el pago o distribución material de dichos dividendos, y la consecuencia consistente en la no causación del impuesto sobre la renta respecto de las utilidades que provengan de dicha cuenta; de ahí que si en los ejercicios fiscales hasta 2001 la persona moral integró la CUFIN bajo la mecánica indicada en la ley vigente sin disminuir la UFIN negativa del saldo de dicha cuenta, pero no realizó pago alguno de dividendos que provinieran de la misma, es claro que no se actualiza el segundo de los elementos del supuesto previsto por las disposiciones legales vigentes en esa época, ni su consecuencia, por lo que ésta puede válidamente modificarse por una ley posterior; sin que por ello los artículos 69 y 88 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, violen la garantía de irretroactividad de la ley contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a la teoría de los componentes de la norma, al establecer la obligación de disminuir la Utilidad Fiscal Neta cuando sea negativa, del saldo de la Cuenta de Utilidad Fiscal Neta que se tenga al final del ejercicio o de la utilidad fiscal neta de ejercicios posteriores. Tesis: 1a. XI/2011 (10a.), S.J.F. y su Gaceta, Décima Epoca, 10a. Sala, Libro IV, enero de 2012, Tomo 3, pág. 2922.




    1.2.2.3.- La no aplicación retroactiva de las normas fiscales que beneficien a los contribuyentes cuando se refieran a situaciones diferentes a las infracciones y multas fiscales




    Desde la 6a. Epoca, siendo ponente Felipe Tena Ramírez, la Segunda Sala de la SCJN determinó que la aplicación retroactiva de normas fiscales que beneficien al contribuyente, sólo se refieren a las infracciones y sanciones fiscales, “pero no puede considerarse adecuado para regular dicha materia tributaria, cuando no se trata ni de infracciones ni de sanciones en este campo”. (RETROACTIVIDAD. NO EXISTE PARA LAS LEYES FISCALES. [TA]; 6a. Epoca; 2a. Sala; S.J.F.; Volumen VI, Tercera Parte; pág. 84). Este criterio lo corroboró el Pleno de la SCJN y para ello señaló: “los contribuyentes no pueden alegar que han adquirido el derecho de pagar siempre el mismo impuesto que afecta su patrimonio, pero nunca en el sentido de que los causantes han de cubrir por el tiempo anterior a la nueva ley, la diferencia que resulte entre el impuesto que han venido pagando y el que deben pagar en lo sucesivo”. (RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES FISCALES. [TA]; 7a. Epoca; Pleno; S.J.F.; Volumen 193-198, Primera Parte; pág. 160. 7a. Epoca, Primera Parte: Volumen 14, pág. 29. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Alberto Orozco Romero. Véanse: S.J.F., 5a. Epoca, Tomo LXXI, pág. 3497. Apéndice al S.J.F. 1917-1975, Tercera Parte, Segunda Sala, pág. 453, bajo el rubro “RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES FISCALES.”. Nota: En el Volumen 14, pág. 29, la tesis aparece bajo el rubro “RETROACTIVIDAD EN MATERIA ADMINISTRATIVA Y FISCAL.”. Observaciones Nota: En el Semanario Judicial de la Federación, esta tesis remite al Volumen 14, pág. 29, bajo la referencia de Véase; sin embargo, ésta se ha modificado para integrarse como precedente de acuerdo con el contenido de las tesis respectivas, pues tratan el mismo supuesto normativo. Asimismo, se remite al Tomo LXX, pág. 3496, bajo la leyenda véase; sin embargo, el reenvío es incorrecto, por lo que se corrige como se observa en este registro).




    Por ello, los contribuyentes no pueden invocar la aplicación retroactiva de disposiciones fiscales que le sean más benéficas, cuando se trate de normas distintas a las que regulan las infracciones y sanciones fiscales, sobre todo en el caso de que las tasas o tarifas de las contribuciones se incrementen y por ello el Pleno de la SCJN razona que “el Congreso de la Unión, en ejercicio de la potestad tributaria que la propia Constitución le confiere, anualmente determina las contribuciones del año fiscal correspondiente, y cuando las incrementa hacia el futuro, es claro que no afecta situaciones anteriores y los particulares no pueden alegar violación a dicha garantía, porque no tienen el derecho adquirido para pagar siempre sobre una misma base o tasa, ya que contribuir al gasto público es una obligación de los mexicanos consagrada en el artículo 31, fracción IV, constitucional, y no un bien que ingrese al patrimonio del contribuyente” (CONTRIBUCIONES. LAS LEYES QUE LAS INCREMENTAN NO VIOLAN LA GARANTIA DE IRRETROACTIVIDAD. 9a. Epoca, S.J.F. y su Gaceta, Tomo: X, noviembre de 1999, Tesis: P./J. 105/99, pág. 27).




    Concluyendo, como lo sustentamos en nuestra obra Los Aspectos Fiscales de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, “Es posible que el Poder Judicial de la Federación haya decidido no considerar que era procedente aplicar normas retroactivas benéficas para los particulares en lugar de las que rigieron el nacimiento de la contribución, porque podrían generan perjuicio al Fisco Federal, o bien que por dicha aplicación pudiera generarse iniquidad o desproporción en el pago del tributo, opinión que compartimos”.14
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    1.2.2.4. La aplicación retroactiva de las normas fiscales que beneficien a los contribuyentes cuando se refieran a las infracciones y multas fiscales




    El antecedente de esta disposición, es la tesis sustentada por la Sala Auxiliar de la SCJN, con el rubro: RETROACTIVIDAD DE LA LEY FISCAL MAS BENIGNA ([TA]; 5a. Epoca; Sala Aux.; S.J.F.; Tomo CXXV; pág. 1643).




    Con este antecedente, en 1998, la Segunda Sala de la SCJN, en Tesis de Jurisprudencia 8/98, al resolver la CONTRADICCION DE TESIS 26/97, entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, determinó:




    MULTAS FISCALES. DEBEN APLICARSE EN FORMA RETROACTIVA LAS NORMAS QUE RESULTEN BENEFICAS AL PARTICULAR. Si la imposición de las sanciones (penales o fiscales) tiene como finalidad mantener el orden público a través del castigo que, en mayor o menor grado, impone el Estado al que incurre en una infracción, debe considerarse que las multas fiscales tienen una naturaleza similar a las sanciones penales y, por tanto, la aplicación en forma retroactiva de las normas que beneficien al particular, se apega a lo dispuesto por el artículo 14 constitucional y al principio de retroactividad en materia penal aceptado por la jurisprudencia, la ley y la doctrina, en tanto que, por tratarse de castigos que el Estado impone, debe procurarse la mayor equidad en su imposición, en atención a lo dispuesto por el artículo 1o. de la Carta Magna.[J]; 9a. Epoca; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo VII, marzo de 1998; pág. 333.




    Complementando su lineamiento en la Tesis de Jurisprudencia 22/2013, establece:




    PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD DE LA NORMA POSTERIOR MAS FAVORABLE. PROCEDE APLICARLO EN BENEFICIO DEL GOBERNADO CUANDO LA NUEVA DISPOSICION DEJA DE CONSIDERAR ANTIJURIDICA LA CONDUCTA SANCIONADA CON MULTA FISCAL. Si se toma en cuenta que esta Segunda Sala en la Jurisprudencia 2a./J. 8/98 de rubro: “MULTAS FISCALES. DEBEN APLICARSE EN FORMA RETROACTIVA LAS NORMAS QUE RESULTEN BENEFICAS AL PARTICULAR.”, determinó que el principio de retroactividad de la norma más favorable, que tradicionalmente se vinculaba exclusivamente con los delitos y las penas, se ha extendido a las multas fiscales dada la similitud que guardan con las penas, por identidad de razón el citado principio resulta también aplicable cuando lo que se modifica no es la norma sancionadora, en sí misma, sino la que considera antijurídica la conducta del administrado, o la que fija el alcance de ésta, y como consecuencia de ello deja de ser punible la conducta en que incurrió el gobernado con anterioridad a su vigencia, en virtud de la repercusión que esa modificación tiene en la sanción respectiva. Empero, el beneficio de la aplicación retroactiva de la norma posterior más favorable respecto a las multas fiscales, opera siempre que dicha norma se expida o cobre vigencia cuando aún no se emite la resolución correspondiente o se encuentra transcurriendo el plazo legal que tiene la autoridad para hacerlo. 10a. Epoca, S.J.F. y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 2, pág. 1321. CONTRADICCION DE TESIS 381/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo y Décimo Octavo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 6 de febrero de 2013.




    1.2.3.- El Decreto Ley en materia de regulaciones y restricciones no arancelarias al comercio exterior15





    Se refiere al ordenamiento que formalmente no proviene del poder legislativo, en virtud de que se emite por el Presidente de la República, en uso de facultades excepciones en materia de comercio exterior (artículo 131, párrafo segundo, CPEUM), pero formalmente es una norma de carácter general, abstracta y obligatoria. Acertadamente Juan Martín Queralt, señala que “lo que se hace mediante esta fórmula es transferir el ejercicio, pero nunca la titularidad, de la potestad de dictar normas con valor y fuerza de ley”.16




    [image: 006]




    Hacemos notar que en nuestra opinión, no podemos hablar de decreto delegado el que deriva del artículo 131, CPEUM, en virtud de que no es el poder legislativo el que confiere la delegación para legislar, sino el propio texto constitucional.




    Para efectos fiscales, el Decreto Ley, puede crear, aumentar, disminuir o derogar aranceles en materia de impuestos al comercio exterior. Esto lo corrobora la Primera Sala de la SCJN cuando establece: COMERCIO EXTERIOR. LAS FACULTADES EXTRAORDINARIAS PARA LEGISLAR OTORGADAS AL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA EN EL ARTICULO 131, SEGUNDO PARRAFO, DE LA CONSTITUCION FEDERAL, INCLUYEN NO SOLO LAS RELATIVAS A LA POSIBILIDAD DE AUMENTAR, DISMINUIR O SUPRIMIR LAS CUOTAS DE LAS TARIFAS DE EXPORTACION E IMPORTACION, EXPEDIDAS POR EL CONGRESO DE LA UNION, Y DE CREAR OTRAS, SINO TAMBIEN LA FACULTAD PARA DEROGARLAS. [J]; 10a. Epoca; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 1; pág. 298.




    1.2.4.- El reglamento




    Tiene como sustento el artículo 89, fracción I, CPEUM, que faculta al presidente de la república para “proveer en la esfera administrativa”, ello lo confirma el Poder Judicial Federal, en virtud de que estima que cuando dicho precepto establece la facultad para el Presidente de la República para proveer en la esfera administrativa a su exacta observancia, es ahí donde se encuentra la facultad reglamentaria, porque “Esta última facultad es la que determina que el Ejecutivo pueda expedir disposiciones generales y abstractas que tienen por objeto la ejecución de la ley, desarrollando y complementando en detalle las normas contenidas en los ordenamientos jurídicos expedidos por el Congreso de la Unión” (“REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS. FACULTAD DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA PARA EXPEDIRLOS. SU NATURALEZA”, Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, SJF, 8a. Epoca, Tomo: XV-Enero, Tesis VI. 2o. 188 A, pág. 298).




    Jorge Madrazo indica que: “Inexplicablemente en el Congreso Constituyente de 1856-1857 se modificó esta situación, substituyéndose, al parecer sin razón válida alguna, la expresa mención de la facultad de expedir reglamentos, por la expresión: ‘proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia’. El Constituyente de 1916-1917 transcribió literalmente esta expresión de la Constitución de 1857 sin discusión alguna, quedando asentada en el art. 89, fr. I”.17




    Lamentablemente, por el criterio del Pleno de la SCJN, LEGALIDAD TRIBUTARIA. ALCANCE DEL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY, (9a. Epoca, S.J.F. y su Gaceta, Tomo VI, Noviembre de 1997, Tesis: P. CXLVIII/97, pág. 78), se posibilita que El Reglamento puede atender cuestiones de la ley, atendiendo al principio de reserva relativa (en oposición a la reserva absoluta) y para ello señala que: “La reserva relativa, en cambio, permite que otras fuentes de la ley vengan a regular parte de la disciplina normativa de determinada materia, pero a condición de que la ley sea la que determine expresa y limitativamente las directrices a las que dichas fuentes deberán ajustarse; esto es, la regulación de las fuentes secundarias debe quedar subordinada a las líneas esenciales que la ley haya establecido para la materia normativa”.




    En torno a esta reserva relativa, la doctrina coincide en que al admitir la separación del principio de reserva de ley, en absoluta y relativa, permite la delegación legislativa o deslegalización18 o la “legislación delegada”, como la llama García de Enterría,19 y precisa al efecto que ésta delegación “supone una participación entre el legislativo, que adopta ordinariamente la iniciativa, y la administración, que la continúa y la lleva a término y conclusión”.
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    En nuestra opinión, en materia tributaria, la reserva debe ser absoluta, considerando que es la propia Carta Magna, quien de forma inicial establece que la manera de contribuir al gasto público es de acuerdo a la ley, por lo que la reserva es absoluta y después, en la ley fiscal, a través del artículo 5o., CFF, previene que en materia de cargas y excepciones fiscales, la interpretación es estricta, es decir, la reserva de ley es absoluta y no relativa y, por otra parte, existen elementos de la materia tributaria –que son de reserva absoluta–, como son los referidos a las infracciones, sanciones y delitos fiscales, por prevención expresa del artículo 14, CPEUM, e inspirado en el aforismo latino nullum tributum sine lege, en los que no es posible, ni admisible, la reserva relativa.




    En materia tributaria encontramos, entre otros, al Reglamento del CFF, de la Ley del ISR (RLISR), de la ley del IVA (RLIVA) y de la Ley aduanera (RLAD).




    En este punto debemos distinguir los reglamentos de ley, que vienen a pormenorizar una cuestión de ley, sin rebasarla, y los reglamentos administrativos, que no tienen como origen una ley, sino que vienen a establecer la estructura y funciones de un órgano administrativo, como puede ser el Reglamento Interior del SAT (RISAT) o el Reglamento Interior de la SHCP (RISHCP) y que por ello se conocen como reglamentos administrativos.




    1.2.4.1.- Principios del reglamento




    Consideramos para el efecto, los siguientes:




    A.- Principio de reserva de ley, consistente en prohibir al reglamento abordar materias reservadas en exclusiva a las leyes del Congreso, como son las relativas a la definición de los tipos penales, las causas de expropiación y la determinación de los elementos de los tributos.




    B.- Principio de subordinación jerárquica, que “exige que el reglamento esté precedido por una ley cuyas disposiciones desarrolle, complemente o pormenorice y en las que encuentre su justificación y medida”.




    C.- Principio de no complementación de la ley. En efecto, conforme a la opinión de Nava Negrete,20 “El Reglamento no complementa la ley, porque entonces estaría legislando el Presidente de la República; lo que hace es desarrollar y particularizar las situaciones ya legales previstas”.




    D.- Principio de preferencia o primacía de la ley. A decir de Gabino Fraga,21 “consiste en que las disposiciones contenidas en una ley de carácter formal, no pueden ser modificadas por un reglamento”.




    E.- Principio de indelegabilidad de la facultad reglamentaria.22 En efecto, conforme al artículo 89, fracción I, que se analiza, la facultad y obligación del Presidente de la República de emitir el reglamento es indelegable, es decir, ni el legislativo a través de una ley puede señalarlo, ni el propio titular del Ejecutivo, a través de algún decreto, puede hacerlo.
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    F.- Principio de exclusividad del Presidente de la República como titular de la Facultad Reglamentaria. Se hace consistir en que es el titular del Ejecutivo Federal el único facultado y obligado para ejercitar ésta, en materia federal, por establecerlo así el artículo 89, fracción I, CPEUM.




    G.- Principio de facultad y obligación de reglamentar. Como ya se anotó en la evolución histórica de la facultad reglamentaria, es a partir de la Constitución de 1857 cuando la facultad reglamentaria no sólo es una potestad del Ejecutivo, sino también una obligación, por ello es correcto que el Legislativo, a través de una ley, le establezca al Presidente de la República, el deber de reglamentar determinado ordenamiento.




    H.- Principio de la facultad reglamentaria, que incluye la creación de las autoridades o dependencias necesarias para que cumpla el fin de la ley, siempre que los empleos se encuentren establecidos en el presupuesto de egresos. Este principio se ha establecido por el Poder Judicial de la Federación, en diversos criterios, sobre todo a propósito de que el Presidente de la República ha creado dependencias de la SHCP.




    I.- Principio de la facultad para reglamentar preceptos constitucionales que corresponde al Congreso. Ello se colige de la propia Carta Magna, en la que se establece de manera expresa qué artículos constitucionales se reglamentarán por el Legislativo. Por ello, a los ordenamientos que se emiten acatando dichas disposiciones se conocen como “leyes reglamentarias”.




    J.- Principio de que el reglamento no puede establecer la tipología o los elementos para las infracciones y sanciones fiscales. Consistente en que existen elementos de la materia tributaria, –que son de reserva absoluta–, como los referidos a las infracciones, sanciones y delitos fiscales, por prevención expresa del artículo 14, CPEUM, e inspirado en el aforismo latino nulum tributum sine lege, en los que no es posible, ni admisible, la Reserva Relativa. Hablar de infracciones y sanciones fiscales es hablar de las conductas infractoras, de sanciones, del responsable de la infracción, de montos, de porcentajes, atenuantes y agravantes, entre otros.




    1.2.5.- Las reglas de carácter general en materia fiscal, de comercio exterior y de facilidades administrativas




    Estas reglas generales, tanto las fiscales como las de comercio exterior y las de facilidades administrativas, doctrinalmente constituyen un acuerdo, en virtud de que a través de éstas se dan a conocer criterios de interpretación sobre una ley (que puede constituir resolución favorable al contribuyente en términos del artículo 35, CFF).




    Aunque materialmente constituyen un reglamento, en virtud de que tienden a pormenorizar la Ley Fiscal, formalmente no lo es, ya que, de acuerdo con el artículo 89, fracción I, CPEUM, las facultades reglamentarias están reservadas al Presidente de la República, no a los titulares de alguna secretaría de la administración pública centralizada. Además, como reflexiona Christoph Trzaskalik “En general se observa que la extensión de las disposiciones administrativas supera mucho las de leyes tributarias que vienen a desarrollar”.23
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    Enseguida pasamos a comentar los acuerdos administrativos, como parte de la jerarquía normativa en materia fiscal.




    1.2.5.1.- La Miscelánea Fiscal (MISFIS)




    Recibe este nombre la disposición de carácter anual que emite la SHCP, cuya vigencia, por regla general, es de abril de un año a marzo del siguiente, y que además se va adecuando a la realidad económica o circunstancias que se presentan durante dicho periodo. La vigente para el año 2018, se publicó el 22 de diciembre del 2017, DOF.




    1.2.5.2.- La Miscelánea de Comercio Exterior (MISCEX)




    Recibe este nombre la disposición en materia de comercio exterior, de carácter anual que emite la SHCP, cuya vigencia, por regla general, es de abril de un año a marzo del siguiente, y que además se va adecuando a la realidad económica o circunstancias en la referida materia, que se presentan durante dicho periodo. La vigente desde el año 2018, se publicó el 18 de diciembre del 2017, DOF.




    1.2.5.3.- La Resolución de Facilidades Administrativas




    Es una disposición que establece facilidades para el cumplimiento de las obligaciones fiscales a los contribuyentes del régimen simplificado, actividades empresariales, del ISR. Por extensión, se otorgan facilidades para el cumplimiento de los deberes tributarios en materia del IVA y del IETU.




    Para el año 2018, se publicó el 29 de diciembre del 2017, DOF. Tiene la estructura siguiente: Título 1, Sector Primario; Título 2, Sector de Autotransporte Terrestre de Carga Federal; Título 3, Sector de Autotransporte Terrestre Foráneo de Pasaje y Turismo; y Título 4, Sector de Autotransporte Terrestre de Carga de Materiales y Autotransporte Terrestre de Pasajeros Urbano y Suburbano.




    Esquemáticamente, estos 3 tipos de reglas de carácter general, quedan representadas como sigue:
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    1.2.6.- La jurisprudencia




    Gerardo Zertuche García establece como definición de jurisprudencia, “el conjunto de criterios jurídicos y doctrinales contenidos en las ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sea en Pleno o en Salas, así como por los Tribunales Colegiados de Circuito en materia de su competencia exclusiva que sea elaborada por reiteración o bien mediante el procedimiento de denuncia de contradicción de tesis con los requisitos que la ley determine, lo cual le da el carácter de obligatoria para los Tribunales que jerárquicamente se encuentran subordinados a éstos. (y de los que no lo estén, pero por mandato de ley sea obligatoria, como es el caso del Tribunal Fiscal de la Federación”.24




    La jurisprudencia debe considerarse como una norma general y, por ende, fuente del derecho, y así lo sustenta José Ramón Cosío cuando reflexiona: “Para explicar esta modalidad de creación de las normas jurídicas, podemos acudir a la noción Kelseniana de los órganos complejos, a la cual ya antes aludimos... Podemos sostener entonces que la jurisprudencia constituye una norma general, toda vez que rige de manera abstracta para un número indeterminado de casos futuros... Estas normas ni rigen para un caso particular ni agotan su validez una vez aplicadas a un caso concreto, de ahí que pueda reconocérseles carácter general”.25




    Tratándose de la jurisprudencia, a decir de Carla Huerta Ochoa, “La ciencia que tradicionalmente ha estudiado la jurisprudencia como fuente de derecho ha sido la dogmática jurídica, mientras que la hermenéutica se ha ocupado de la interpretación de las normas”.26
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    1.2.6.1.- La jurisprudencia de constitucionalidad y la jurisprudencia de legalidad y la declaratoria general de inconstitucionalidad




    La jurisprudencia de constitucionalidad, se integra por cinco criterios ininterrumpidos sustentados por el Pleno o las Salas de la SCJN o los Tribunales Colegiados de Circuito, en tanto que la jurisprudencia de legalidad se forma por el Pleno o las Salas de la SCJN o los Plenos de Circuito, al resolverse una contradicción de tesis entre dos salas de la SCJN o entre dos o más Plenos de Circuito especializados o no, o entre Tribunales Colegiados de Circuito de diferente circuito o entre Tribunales Colegiados del mismo Circuito.




    La declaratoria general de inconstitucionalidad; de conformidad con las reglas previstas en este capítulo y en el acuerdo general número 11/2011, publicado en el DOF el 6 de octubre de 2011, reconoce dos formas de integrarla:




    a.- Al resolverse la inconstitucionalidad de una norma general por segunda ocasión consecutiva por las Salas o el Pleno de la SCJN.




    b.- Al determinarse la inconstitucionalidad de la norma general y establezcan jurisprudencia por reiteración, por el Pleno o las Salas de la SCJN y la que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito.




    En términos del artículo 107, fracción II, CPEUM, la declaratoria general de inconstitucionalidad no aplica a la materia fiscal cuando se emitan sentencias en los juicios de amparo que declaren la inconstitucionalidad de la norma, pero la que regula el artículo 105, CPEUM, sí puede incidir en la materia tributaria.




    Enseguida representamos la clasificación de la jurisprudencia:
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    Por la reforma al artículo 94, CPEUM, la contradicción de tesis entre los Tribunales Colegiados de cada Circuito será resuelta por un Pleno de Circuito y constituirá jurisprudencia.




    La manera de integrar la jurisprudencia de constitucionalidad y de legalidad,27 se indica a continuación:
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            JURISPRUDENCIA


          

        




        

          	

            ORGANO EMISOR


          



          	

            CLASE DE JURISPRUDENCIA


          



          	

            VOTACION REQUERIDA


          



          	

            OBLIGATORIEDAD


          

        




        

          	

            Pleno de la SCJN


          



          	

            Por reiteración de criterios


          



          	

            Por lo menos 8 votos (art. 222 LA)


          



          	

            Salas, Plenos de Circuito, TCC, TUC, Juzgados de Circuito, Tribunales Militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales


          

        




        

          	

            Por contradicción


          



          	

            Por mayoría (art. 7 LOPJF)


          

        




        

          	

            Por sustitución


          



          	

            Por lo menos 8 votos (art. 230, penúltimo párrafo, LA)


          

        




        

          	

            Salas de la SCJN


          



          	

            Por reiteración de criterios


          



          	

            4 votos (art. 222 LA)


          



          	

            Plenos de Circuito, TCC, TUC, Juzgados de Circuito, Tribunales Militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales


          

        




        

          	

            Por contradicción


          



          	

            Por mayoría (art. 17 LOPJF)


          

        




        

          	

            Por sustitución


          



          	

            4 votos (art. 230, penúltimo párrafo, LA)


          

        




        

          	

            Plenos de Circuito


          



          	

            Por contradicción


          



          	

            Por mayoría (art. 226 LA)


          



          	

            Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, los Juzgados de Distrito, Tribunales Militares y Judiciales del orden común de las entidades federativas y Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales o Federales que se ubiquen dentro del circuito correspondiente


          

        




        

          	

            Por sustitución


          



          	

            Dos terceras partes (art. 230, fracción I, segundo párrafo LA)


          

        




        

          	

            Tribunales Colegiados de Circuito


          



          	

            Por reiteración de criterios


          



          	

            Unanimidad (art. 224 LA)


          



          	

            Tribunales Unitarios de Circuito, los Juzgados de Distrito, Tribunales Militares y Judiciales del orden común de las entidades federativas y Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales o Federales que se ubiquen dentro del circuito correspondiente


          

        


      

    




    En resumen, esquemáticamente, las fuentes del derecho fiscal quedarían representadas de la forma siguiente:
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    OBJETIVOS DEL CAPITULO:




    Al final de la unidad de enseñanza, el lector de la obra:




    1. Identificará cuál es la ubicación jerárquica entre los tratados internacionales en materia de derechos humanos y la CPEUM.




    2. Conocerá en qué consiste el bloque de constitucionalidad en el estado mexicano.




    3. Ubicará la jerarquía normativa entre los tratados internacionales y las leyes fiscales federales.




    4. Comprenderá cuáles y cuántas son las fuentes del Derecho Fiscal.




    5. Conocerá cuáles son los objetivos de los Convenios para evitar la doble tributación.




    6. Identificará cuántos y cuáles son los TLC que México tiene celebrados.




    7. Ubicará cuáles son las principales leyes fiscales que inciden en el estudio del Código Fiscal de la Federación.




    8. Establecerá qué es la retroactividad de la norma tributaria.




    9. Comprenderá en qué casos es aplicable la retroactividad de la norma tributaria.




    10. Precisará la naturaleza del Decreto Ley en materia de impuestos al comercio exterior.




    11. Conocerá cuáles son los elementos del reglamento fiscal y su ubicación frente a la Ley Fiscal.




    12. Determinará cuáles y cuántas son las reglas de carácter general que inciden en la materia fiscal.




    13. Identificará la diferencia entre la jurisprudencia de constitucionalidad y de legalidad.




    14. Establecerá la forma de integrar la jurisprudencia de constitucionalidad, de legalidad y la declaratoria general de Inconstitucionalidad conforme a la ley de amparo.
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